
ACTIVIDADES 

(JUUO-DICIEMBRE 1990) 

El material de esta sección es seleccionado por la Secretaria ele la Corte l. D. H. 

Durante este semestre la Corte celebró en su sede en San José, Costél 
Rica, el XXII Período Ordinario de Sesiones del 6 al 10 de agosto de 1990 y 
el X Período Extraordinario de Sesiones del 13 al 17 de agosto de 1990. 

XXII Periodo Ordinario de Sesiones 

En este período fue nombrado como vicepresidente de la Corte el 
Doctor Orlando Tovar Tamayo, para completar el período para el cual fue 
elegido el actual Presidente, Juez Héctor Fix-Zamudio, quien ascendió a lét 
Presidencia por renuncia de su titular, Juez Héctor Gros Espiell, debido a 
que fue designado Canciller del Uruguay. El período pélra el cual fue elegi­
do el Juez Tovar Tamayo finalizará el 30 de junio de 1991. Debido a lo an­
terior, la composición del Tribunal quedó de la siguiente manera: Héctor 
Fix-Zamudio (México), Presidente; Orlando Tovar Tamayo (Venezuela), Vi­
cepresidente; Thomas Buergenthal (Estados Unidos); Rafael Nieto Navia 
(Colombia); Policarpo Callejas Bonilla (Honduras); Sonia Picado Sotela 
(Costa Rica) y Julio A. Barberis (Argentina). 

El trabajo del Tribunal, durante esta sesión, estuvo centrado en la 
emisión de la Opinión Consultiva OC-Il del 10 de agosto de 1990, solicitada 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con relación al 
Perú. 

Mediante dicha solicitud se pidió a la Corte interpretar el artículo 
46.1. a) y el 46.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
para que determinara si el requisito de agotar los recursos jurídicos inter­
nos se aplica a un indigente que, debido a circunstancias económicas, no es 
capaz de hacer uso de los recursos jurídicos del pais, o a un individuo que, 
por no poder obtener representación legal debido a un temor generalizado 
en los círculos jurídicos, no puede hacer uso de los recursos mencionados. 
Al respecto, la Corte fue de opinión: 
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1. Que si, por razones de indigencia o por el temor generalizado de los
abogados para representarlo legalmente, un reclamante ante la Comisión
se ha visto impedido de utilizar los recursos internos necesarios p<1ra prote­
ger un derecho garantizado por la Convención, no puede exigírsele su ago­
tamiento.

2. Que, en las hipótesis planteadas, si un Estado parte ha probado la dis­
ponibilidad de los recursos internos, el reclamante deberá demostrar que
son aplicables las excepciones del artículo 46.2 y que se vio impedido de
obtener la asistencia legal necesaria para la protección o garantía de los
derechos reconocidos en la Convención.

También la Corte dictó la resolución de 8 de agosto de 1990, sobre las 
medidas provisionales que le solicitó la Comisión Interamericana de Dere­
chos Humanos. con relación al asesinato del periodista Hugo Bustíos 
Saavedra el 24 de noviembre de 1988 en Erapata, Ayacucho, Perú. Esta fue 
la primera vez que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 63.2 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Corte dicta una reso­
lución sobre este tipo de medidas en un caso que no está aún sometido a su 
consideración. Estas medidas están destinadas a evitar daños irreparables a 
las personas en casos de extrema gravedad y urgencia. 

Al respecto, el Tribunal resolvió lo siguiente: 

1. Confirmar y hacer suya la Resolución del Presidente del 5 de junio de
1990.

2. Otorgar al Gobierno del Perú el plazo de 30 días a partir de hoy para
dar cumplimiento a lo indicado en el numeral 1 de la Resolución del 5 de
junio de 1990 e informar por escrito al Presidente de la Corte acerca de las
medidas adoptadas.

3. Requerir que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos re­
mita a la Corte toda la información de que disponga acerca del cumpli­
miento por parte del Perú de esta Resolución.

4. Autorizar al Presidente, para que en consulta con la Comisión Per­
manente, adopte todas las medidas provisionales adicionales que estime
necesarias para asegurar el fiel cumplimiento de esta Resolución o aquellas
otras que estime necesario tomar en caso de incumplimiento.

S. Encomendar a la Comisión Permanente de la Corte, como comisión
especial, que verifique la ejecución de la presente Resolución y que informe
a la Corte de cualquier acontecimiento relacionado con la misma.
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X Periodo Extraordinario de Se iones 

En este periodo Extraordinario de Sesione la Corte dictó, el 17 de 
a o. to de 1990, lo fallo de interpretación de Ja sentencias de ind mni-
1.ación compensatoria d 21 de julio de 1989 en lo ca o " el;í quez
R, ríguez" y "Godinez ruz'', mediante lo cuales la Corte condenó a 
Honduras a pagar una indemnización de seteciento cincuenta mil 
1 mpiras y d seis iento cincuenta mil lempiras, respectivam nte, a favor 
J , lo familiares de las víctimas. 

Dicha olicitudes d interpretación fueron p didas por la Comi ión 
fnteramericana de Derechos Humanos a fin de que el Tribunal estableciera 
islemas o meca.ni mos de protección para mantener el actual pod r ad­

qui itivo, frente a la inflación o eventuales devaluacion del lempira, de 
la, urnas de dinero asignadas en las respectivas entencfa de indemnizc1-
ción compen atoria en benefici de lo hijos menare de la víctimas hasta 
que alcancen los 25 año de edad y para qu e dispusiera 1 adcmñs, 1 pago 
de int reses por el período que va del 20 de octubre de 1989, fecha en que se 
d bió haber hecho el pago de las ind · mnizacione acordadas por la Corte, 
ha ta la fecha efectiva de los mismos. 

En ambas sentencias, el Tribunal resolvió lo siguiente: 

1. Declarar admisible la demanda de interpretación de la entencia de
fí cha 21 d julio d 1989, pre entada por la Comisión Interamericana de
D re hos Humano el 2 de octubre d 1989.

Declarar improcedente el "pedid de ampliación d recurso de aclél­
rnrión de sentencia", pre entado por la Comisión Interamericana de Dere-­
ch Humano el 6 de julio de 1990. 
1. clarar que la expresión "en la condicione más favorables según la

rácti a bancaria hondureña" debe interpretarse en la forma e presada en
t I p..írrafo 31 upra.

( d cir, que todo acto gestión del agente fiduciario deb asegurar 
q�e. la urna asignada mantenga u poder adquisitivo y produzca fn1to o
di�•td ndo suficientes para acr cerla y que l agente fiduciario dcb cum­
J lir fi lm. nte su ncargo com un buen padre d fumilia y que ti n la

OtC'. t d y la obligación de sel ccionar di r: os tipo d in rs1on, a ea 
m •dií.lntc d pósit en moneda fuert como 1 dól, r de los E tados nidos
u Ira , adquísici n de bon s hjpot cario , biene raíc , val r , mnti•
/ do. o cualqui r tro m dio acons j ble p r la práctic,1 bancaria hnndu­
r ña). 
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4. En ejercicio de las facultades de supervisar el cumplimiento de su 
sentencia de 21 de julio de 1989, que el Gobierno de Hondurns debe com­
pensar a los lesionados por razón de la demora en el pago de la indemniza­
ción y en 1a constitución del fideicomiso ordenados, en los términos que se
expresan en los párrafos 40, 42 y 43 supra.

(De acuerdo con dichos párrafos procede: 1-) el pago de intereses por 
el retardo en el cumplimiento sobre el total del capital adeudado, que serán 
los bancarios corrientes a la fecha del Pª$º en Honduras. 2-) Compensar la 
pérdida del valo.r del lempira frente al dólar de los Estados Unidos en el 
mercado de libre convertibilidad, desde la fecha en que debió efectuarse el 
pago. Este perjuicio real debe ser compensado por el Gobierno, en adición a 
los intereses bancarios corrientes, añadiendo a esto el valor de dicha pér­
dida entre la fecha en la que el Gobierno debió pagar la indemnización y 
constituir el fideicomiso y no lo hizo, y aquella en que efectivamente lo 
haga. 3-) Entregar la suma fijada en el Decreto No. 59-90 a los beneficiarios 

· de las indemnizaciones y del fideicomiso, pero aplicándolos, como es la
práctica corriente, primero a la compensación ya indicada y a los intereses,
y luego al capital. Los faltantes de capital que quedaren luego de este pago,
estarán sujetos a lo dicho en el párrafo anterior).

Manifestación del Gobierno de la República de Honduras relativa 
a los fallos de la Corte de 17 de agosto de 1990 en los casos 

"Velásquez Rodríguez" y "Godínez Cruz" y respuesta 
del Presidente de la Corte de 12 de noviembre de 1990 

El Gobierno de la República de Honduras, mediante escrito de 17 de 
octubre de 1990 referente a los casos "Velásquez Rodríguez" y "Godínez 
Cruz", reiteró a la Corte "su compromiso de cumplir las sentencias de in­
demnización de 21 de julio de 19891 sin recargo de las compensaciones 
adicionales estipuladas en los fallos de 17 de agosto de 1990; es decir, que se 
atendrá estrictamente a pagar las indemnizaciones en su monto original en 
lempiras aprobado por la Corte, cuyo pago ha sido autorizado por el de­
creto número 59-90 del Congreso Nacional de la República emitido el 10 de 
julio de 1990". 

El Presidente de la Corte, Juez Héctor Fix-Zamudio, oída la opinión 
de los demás jueces que integraron el Tribunal que dictó las sentencias de 
interpretación, pidió al Gobierno en su respuesta de 12 de noviembre de 
1990 que cumpliera con las citadas sentencias y le recordó que, de acuerdo 
con los términos del artículo 65 de la Convención, ''la C0rtc, en su lnforme 
a la Asamblea General de la Organización, 'sc11alaní los casos en que un

.. 
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F.·tadonohayadadocurnplimi nt a u fallo.',cuy11 imi mnizaci ne 'e
r drá(n) ejecutaren el r p ctivo paí por el proc dimi nto interno vi ente
para la ejecución de sentencias contra el E tado' (art. 68.2)". 

Reconocimiento de la competencia de la Corte por parte de Chile 

El 21 de agosto de 1990, el Doctor dmundo Var a C11rrcño, 
ic ministro de R lacione E teriorcs de Chile, entr ó en la S •creta ría 
,en raid JaO Aelinstrumentomediant lcualdicho · tadoratifi ala 
on ención Am ricana obre Der chas Hum,mos , r conoce como obli­
atoria de pi no derecho, la competencia de la Corte Tntcromericana de 

· r ch s Humano respecto de 1 s ca s r lat.ivo a la interpretación y
apli ación de la Convención Americana obre Derecho Humanos, de con­
t rmidad con lo qu dispone su artículo 62.

El Gobi mo dejó constancia de qu dicho r conocimi nto de compe-­
l ·ncia ser fi re ah chaspo terior sala fecha del d pó it del instrum nto

ratificación o, en todo caso, a hechos cuyo principio e ejeo.1ción scc1
p stcrior al 11 d marzo de l 990. 

Actualmente, 22 Estados Miembros d la OEA han ratificado la Con­
v nción Americana, a aber: Argentina, Barbados, B livia, Colombia, Co ta 
,i a, Chile, Ecuador, El Salvador, Gr nada, Guatemala, Haití, Hondura 
Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Domini­
·ana, Suriname, Uruguay y Ve.ne.zuela. De ell s 12 han aceptado la juris­
dicción obligatoria del Tribunal. Ellos son: Argentina, Colombir1, Co ta
Ri a, Chile, Ecuador, Guatemala, Honduras, Panamá, Perú, Surinam
Uruguay y V nezuela.

Presentación de tres nuevos casos contencio os 

Tr s nu vo casos contencio o fu ron sometidos al Tribunnl por la 
omisión lnteram ricana de Der chos Humanos de acu rdo con lo que 

stablecen lo artículos 51 y 61 de la Con enci n Americanr1 bre Der -
ch Humanos. 

1- Cnso Aloeboetoe y Otros (Surinmnc). No. 10.150

E te caso fue presentado por la Comisión fnteram rica na d D 'rcchos 
rlurnanos el 27 de agosto de 1990 y, de acuerdo nin !;:i em.1ndíl, s
r ·sp0n abiliza a Suriname d violar los artí ulo 1 ( bligaci6n d R ,;r t:ir 
lo er chos}, 2 (D ber d Adoptar Disp sicione d D re h l ntcrno). 4.1 
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(Derecho a l a  Vida), 5 . 1  y 5 . 2  (Derecho a l a  Integridad Personal), 7. 1 ,  7.2 y
7.3 (Derecho a la libertad Personal), 25.1 y 25.2 (Protección Judicial) de la 
Convención America na sobre Derechos Humanos en perjuicio de Daison 
Aloebo toe, Dedemanu Aloeboetoe, Mikuwendje Aloeboetoe, John Amoi­
da, Richenel (a lias A ide) Voola, Martin Ind.isie Banai y Beri Tiopo. 

La Comisión designó como sus de.legados para que la representen en 
este caso a ]as siguientes personas: Oliver H. Jackman, Miembro; Edith 
Márquez Rod riguez, Secretaria Ejecutiva y David J. Padilla, Secretario Eje­
cutivo Adjunto. 

Por su parte, el Gobierno de Suriname nombró como su Agente a l  Lic. 
Ca rlos Vargas Pizarra (Costa Rica) y designó Juez ad hoc al Doctor Antonio 
Ca n�ado Trlndade (Brasil). 

2- Caso Gongaram Panday (Suriname). No. 10.274

Fue presentado por la Comisión Interamerica na d e  Derechos Huma­
nos el 27 de agosto de 1990 y, de acuerdo con la demanda, se responsabiliza 
a Surina me de violar los a rtículos l (Obligación de Respetar los Derechos), 
2 (Deber de adoptar Disposiciones de Derecho Interno), 4.1 (Derecho a la 
Vida), 5. 1 y 5.2 (Derecho a la Integridad Personal), 7.1, 7.2 y 7.3 (Derecho a 
la Libertad Personal), 25. 1 y 25.2 (Protección Judicial) de la Convención 
America na sobre Derechos Humanos en perjuicio de Asok Ga ngara m  
Panday. 

La Comisión designó como sus delegados para que la representen en 
este caso a las siguientes personas: Oliver H. Jackman, Miembro; Edith 
Márquez Rod rígue.z, Secreta ria Ejecutiva y David J. Padilla, Secretario Eje• 
cutivo Adjunto. 

El Gobierno de Surina me no mbró como su Agente al Lic. Carlos 
Vargas Piza rro (Costa Rica) y designó Juez ad hoc al Doctor Antonio 
Canc;ado Trindade (Brasil). 

3- Caso Neira Alegria y Otros (Perú). No. 10.078

La Comisión Interamericana de Derecho Humanos sometió el caso
o. 1 0.078 a la Corte el 1 O de octubre de 1 990 y, de acuerdo con la demanda

se responsabiliza al Perú de haber violado los artículos 1 (Obligación de 
Respetar los Derechos), 2 ( Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho In• 
terno), 4 (Derecho a la Vida), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 8 (Gara n­
tías Judiciales) y 25 (Protección Judicial)  de la Convención Americana sobr 
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rechos Humanos en perjuicio de Víctor Neira Al gría; Edgar ZE�nteno 
'C bar y William Zenteno Escobar. 

Para este caso, la Comisión designó como sus delegados a las siguien­
tes personas: Osear Luján Fappiano, Miembro; Edith Márquez Rodríguez,

ecretaria Ej cutiva; David J. Padilla, Secretario Ejecutivo Adjunto y 
valdo N. Kreimer, especialista de la Secretaría Ejecutiva. 

Por u parte, el Gobierno del Perú nombró como su Agente al H n -
rabie señor Eduardo Barandiarán, Encargado de Negocios a.i. del Perú en 
Costa Rica y designó Juez ad lwc al Doctor Jorge Orihuela Ibérico (p tua no).

Sesión de la Comisión Permanente de la Corte 

La Comisión Permanente de la Corte, integrada por su Pre.,idente, 
· uez Héctor Fix-Zamudío; su Vicepresidente, Juez Orlando Tovar Ta mayo y
por el Juez Rafael Nieto Navia, se reunió en la ede de la Corte los días 11 y
12 de noviembre de 1990 para considerar lo pertinente sobre la tramitación
de los nuevos casos contencio os sometidos a la Corte y conocer .asuntos
administra ti vos.

Como parte de la agenda de trabajo, la Comisión Permanentn se reu­
nió separadamente con los Agentes nombrados por los gobierno de 
Suriname y del Perú, con el fin de determinar el procedimiento que e e­
guirá en los caso y e fijaron las fechas para la presentación de la�: m 
rias y las contramemorias. 

Visita al Secretario General de la OEA 
y a la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos 

El Presidente de la Corte, Juez Héctor Fix-Zamudio, el Juez Thomas 
Buergenthal y el Secretario, Lic. Manuel E. Ventura Robles, fueron recibidos 
116 de noviembre del 990 por el Secretario General d la OEA, Embajador 

Joao Clemente Baena Soares, con el propósito de tratar asunto adminis­
trativos y presupuestarios de gran importancia para el funcionamiento 
adecuado del Tribunal. La visita fue aprovechada para agradecer al S cre­
tario General 1 apoyo que iempre ha dado a la Cort . 

El 19 de noviembre de 19 O las citadas personas visitaron la Secretaría 
EjecuUva de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, donde 
dialogaron con la S cr taria Ejecutiva de la misma, Embajadora Edith 
Márquez Rodríguez y con personal profe ional presente, obr tema de 
interés común para la Cort y la Comisión. 
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